
La energía eléctrica a partir de fuentes
renovables es un producto que vende muy
bien. Es limpia, sostenible, reduce la emisión
de gases de efecto invernadero, es
inagotable y en general resulta muy
atractiva, sobre todo al empresariado
inclinado a proyectar una imagen de ser
socialmente responsable. Y lo que es más,
reduce nuestra dependencia al uso de los
hidrocarburos -que salen muy caros al país, y
son muy contaminantes-. Empero, la
incorporación de este tipo de generación a
gran escala en un sistema eléctrico como el
nuestro (SENI), cuya arquitectura responde al
diseño tradicional one flow integrado
mayormente por centrales base de origen
fósil, presenta muchos retos; muchos más de
los que originalmente pudo prever o
anticipar la visión regulatoria de nuestro
subsector eléctrico. 

Las centrales a partir de fuentes de energía
renovable no gestionables (solar
fotovoltaica, eólicas e hidráulicas de pasada)
crean ordinariamente ciertas fluctuaciones
cuando inyectan su energía a la red. Estas
“perturbaciones” ocurren cuando, por
ejemplo, se nubla el cielo sobre una central
fotovoltaica, o se detiene el viento en un
eólica después de soplar fuerte; todas estas
“inconstancias” se reflejan en la red eléctrica
como distorsiones (como la producida por
armónicos, por ejemplo); a pequeña escala,
el SENI las maneja y absorbe a través de los
servicios de Regulación Primaria  y
Secundaria de Frecuencia (RPF y RSF) cuya
prestación es obligatoria para las centrales
térmicas, en el caso de las RPF. Pero cuando
suceden a gran escala[1], con una cantidad
importante de energía renovable siendo
inyectada de forma simultánea y con
intermitencias, se necesita una respuesta
más rápida e instantánea del sistema
eléctrico para evitar un colapso por el
desacople entre carga y generación (lo cual
desataría un “blackout”, o apagón total). Esa
respuesta rápida la proporcionan los
Sistemas de Almacenamiento en Baterías, o
SAEB (BESS por sus siglas en inglés).

En adición al problema de las
“perturbaciones” en red, las
renovables de origen fotovoltaico y
eólico tienen otra “pequeña”
complicación que agregar: sus
horarios de producción y la
alineación de éstos con los perfiles
de carga de la demanda eléctrica.

Durante la semana laboral (lunes-viernes) la
demanda doméstica comienza a decaer a
partir de las 7am, remonta un poco entre
12pm y 3 pm, y posteriormente se dispara a
partir de las 7pm. Justo cuando la demanda
de electricidad de los hogares comienza a
decaer -temprano en la mañana- es cuando
el sol comienza a pegar duro: inician las
mejores horas de irradiación solar. 

En ese caso, se genera una sobreproducción
de energía eléctrica de origen fotovoltaico y
una sobrecarga de redes por esa misma
razón.

En el atardecer, ocurre el efecto contrario: al
crepúsculo, la energía solar cae
paulatinamente, justo cuando la demanda de
electricidad comienza a subir en los hogares.
Paradójicamente, en el caso de la energía
eólica ocurre lo inverso: las horas donde el
viento sopla más fuerte son las nocturnas,
por efecto del calentamiento diurno de la
superficie y la mezcla de gases en la capa
límite planetaria. 

Lo que cualquier persona -intuitivamente o
bajo una lógica deductiva- podría inferir, es
que las propiedades particulares de cada
tecnología -solar o eólica- podrían
“combinarse” para balancearse mutuamente,
pero no es tan simple. 

El approach asumido por el operador del
SENI, a falta de herramientas efectivas para
mitigar los efectos antes dichos- ha sido un
poco más básico y “tajante”: le llaman
curtailment. Esto, grosso modo, consiste en lo
siguiente: cuando en la mañana de cada día
se genera una sobreproducción de energía
que no es utilizada, las redes se sobrecargan. 

Para evitar el colapso de éstas -lo que
llevaría inevitablemente a un apagón
general- el OC/CCE ordena la salida de línea
de generación redundante. ¿Pero cuál
generación retirar, renovable o fósil?
Conforme la normativa vigente, las energías
renovables tienen prioridad de despacho y
deberían ser las últimas en ser retiradas. Pero
la misma regulación no obliga a las
renovables no gestionables (eólica, solar) a
prestar RPF y RSF, sólo a las térmicas. 

Entonces, por razones de seguridad, el
operador del sistema se ve forzado a retirar
de línea generación renovable, para
mantener la cuota de RPF y RSF requerida
para la operación segura del SENI. 

Esta retirada hace que, bajo un mercado de
contratos físicos (no financieros) las
renovables pierdan dinero, lo que impacta el
flujo de caja que han estimado las
instituciones bancarias que financian a los
generadores renovables, y por ende afectan
sus posibilidades de financiamiento futuro, o
las posibilidades de que la banca financie
proyectos de este tipo -proyectos que
manejen este nivel de incertidumbre. Y de
antemano se sabe que, sin financiamiento a
tasas razonables, no es posible desarrollar
proyectos renovables. 

Todo esto podría resolverse instalando más
baterías, esto es, más SAEB. Además de
proveer RPF y RSF sin necesidad de recurrir
a la regulación de frecuencia que prestan las
centrales térmicas, los SAEB pueden prestar
otro servicio importantísimo para facilitar la
penetración de las renovables: el servicio de
arbitraje de energía. 

Este consiste en cargar baterías con energía
proveniente de las fuentes renovables (sol,
viento) durante las horas de mayor
producción de éstas -evitando que inyecten,
por tanto, esa energía en las redes- y
descargarlas durante las horas en que  
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mayor demanda eléctrica hay, es decir,  
mayor consumo proveniente de los usuarios,
ayudando con ello a aplanar la curva de
carga (peak shaving service, entre otras
ventajas). Este servicio de arbitraje, en
mercados de ofertas o subasta tiene un
fuerte incentivo a ser realizado -y por tanto,
a instalarse los SAEB- porque gestionando
las horas de retiro/inyección del SAEB, los
generadores o inversionistas pueden tener
muy buenas ganancias en función del costo
de la energía en el mercado en ese
momento. Empero, en un mercado como el
nuestro de precios marginales, ese incentivo
no está presente, o muy claramente definido. 

Dicho esto, la solución para permitir mayor
incorporación de fuentes renovables de
energía a la matriz energética del país
debería ser muy simple: instalar más
baterías, más SAEB. Pero para que esto
suceda, en nuestro mercado se necesita
una regulación efectiva que promueva
incentivos adecuados.

En principio sólo hay dos fuentes de
financiamiento para acometer inversiones:
pública o privada. La financiación pública
normalmente se fundamenta en políticas
estatales derivadas de una planificación
centralizada a mediano y largo plazo. Eso en
el caso dominicano está descartado, porque
las Empresas Distribuidoras (EDES) y la de
Transmisión (ETED) -que son las propietarias
de las redes de baja, media y alta tensión- no
perciben los ingresos necesarios para
realizar las inversiones de SAEB en las redes
que operan por razones que no vale la pena
explorar, pero que van desde una tarifa
intervenida y subsidiada por el Estado desde
el año 2001, hasta pérdidas en redes que
superan el 33% en promedio para las EDES,
año tras año, durante décadas. 

El Estado, que mantiene a las EDES a flote
conectadas a un respirador artificial llamado
déficit del sector eléctrico, tampoco tiene la
provisión de fondos necesaria en este
momento. Pero la banca y el sector privado
sí que la tienen; sólo que no perciben las
señales que les incentiven a realizar esas
inversiones en SAEB, entiéndase: el régimen
retributivo que permitirá el repago de la
inversión en SAEB. 

La regulación ha hecho intentos para
mitigar esto, hay que decirlo -aunque
como generalmente pasa, muy tarde
y no siempre muy efectivos. La SIE
emitió a finales del año pasado una
resolución (SIE-136-2024), donde
finalmente establece un régimen
retributivo para el SAEB dedicado a
la prestación del RPF y RSF que
resulta suficiente en su primer
período para incentivar la inversión
en éstos, aunque a mediano y largo
plazo (después de los 24 meses
iniciales) no es tan atractivo. 

Además, tiene dos menguas fundamentales:
no obliga a las renovables a aportar RPF ni
RFS (y con eso, mantiene un desbalance con
las térmicas, que sí están obligadas a aportar
un 3% obligatorio, sea con SAEB o con
turbinas o motores) y no reparte el costo de
la RPF obligatoria -que beneficia a todos los
agentes MEM, por ser un aspecto que incide
en la seguridad del SENI- entre todos los
Agentes indicados, dejando fuera a las EDES
-lo cual constituye una ventaja para dichas
EDES.

Lo que la regulación espera filosóficamente
es que la amenaza de curtailment sea lo
suficientemente disuasoria para que las
renovables se vean obligadas a instalar
SAEB. 

Pero esta clase de incentivo negativo no es
efectivo para lograr efectos en el corto y
mediano plazo; y en el largo sólo lo lograría
si las generadoras renovables asimilan que el
impacto que paulatinamente se acumule
sería muy perjudicial para sus finanzas, de lo
cual no siempre se tiene la necesaria
visibilidad en el momento. En adición, instalar
SAEB para regulación de frecuencia sólo
enmendaría una parte menor del problema;
instalar SAEB para arbitraje sí que sería una
solución definitiva y a largo plazo que
permitiría proseguir con la incorporación de
más energía renovable de origen solar y
eólica en la matriz energética. 

Con relación a esto último, nuevamente los
esfuerzos regulatorios destinados a
solucionar el asunto no han sido asaces: En
febrero de 2023 y septiembre 2024, la CNE
emitió sendas resoluciones (CNE-AD-0004-
2023 y CNE-CD-005-2024) imponiendo a los
proyectos renovables de entre 20MW a
200MW (rango en el cual ingresan
aproximadamente el 90% de las concesiones
de generación renovables) la obligatoriedad
de incorporar un 50% de la capacidad del
Proyecto en SAEB como requisito para
tramitar y obtener una concesión definitiva.
Esta normativa, además de proyectar un
desequilibrio lastrante en el mercado (los
proyectos renovables existentes y en
operación con concesión definitiva no
tendrían la obligación de instalar SAEB,
mientras que los que están en curso sí) no
incorpora lo que resulta más importante: un
régimen retributivo que compense al
proyecto obligado a instalar el SAEB para
arbitraje, y que le asegure un retorno de la
inversión realizada. 

El esquema antes dicho, lejos de incentivar la
instalación de SAEB, lo que está alcanzando
es el efecto contrario, es decir, ralentizar o
detener en seco la penetración de
renovables. De hecho, imponer una inversión
sin un régimen retributivo que la compense
equivale casi a erigir una barrera de entrada;
es un fuerte incentivo a utilizar el dinero para
invertir en otros sectores donde puedan
obtenerse rendimientos más razonables, en
lugar de arriesgar en un mercado de
condiciones adversas o no muy claras. 

La CNE ha intentado mitigar quedamente el
escenario enviando una resolución con
precios sugeridos para energía renovable
con SAEB incluido; pero no hay una
obligación normativa de aplicar tales precios,
en adición al hecho de que no hay
actualmente un mecanismo para hacer valer
esos precios fuera de adjudicaciones a
través de una licitación- que nunca acaban
de ser lanzadas por las EDES. 

La solución real sería emitir normativa que
establezca el arbitraje como un servicio auxiliar
con un régimen retributivo claro, y con reglas
definidas para incorporarlo a un mercado de
servicios auxiliares. Eso enviaría la señal que se
requiere para que las inversiones del sector
privado en SAEB se produzcan ¿Sería demasiado
aspirar a que existiese algo así en el futuro
cercano?

[1] Para el año 2023, unos 170 GWh en energía de promedio eran
inyectados al SENI por fuentes provenientes del sol o del viento, o
aproximadamente el 10% de la demanda total de los consumidores.
Este porcentaje se ha ido incrementado hasta la fecha; estimándose
que, para el año 2025, alcanzará entre el 17 y 20% de la demanda
total del SENI.

AUSENCIA DE UN MARCO REGULATORIO
PRECISO LIMITA LA INCORPORACIÓN DE
ENERGÍA RENOVABLE EN EL SUBSECTOR
ELÉCTRICO



En las últimas semanas, la economía mundial
ha mirado atenta las medidas económicas
adoptadas por el gobierno de Estados
Unidos relativo a la imposición de tarifas a
productos provenientes de ciertos países
(“Tarifas”). 

Si bien estas medidas son particulares a
ciertos países cuyo listado cambia de
manera dinámica, las mismas no dejan de
tener un efecto expansivo en el comercio
internacional. 

El primer elemento que ha surgido frente a la
imposición de Tarifas es la incertidumbre en
el comercio internacional respecto al
encarecimiento de los productos y servicios
en la cadena de distribución. De manera
puntual hemos visto como el propio
comercio internacional, ha buscado mitigar
cualquier efecto adverso de estas medidas
con sus contrapartes.  

En este artículo, revisaremos de manera  
puntual algunas soluciones contractuales a
este fenómeno. 

 A. Soluciones contractuales a contratos a
término suscritos antes de la entrada en
vigor de las Tarifas. 
En el caso de contratos a término suscritos
antes de la entrada en vigor de las Tarifas,
las partes necesariamente deberán buscar
su solución en las disposiciones contractuales
ya acordadas. Típicamente y en el contexto
de comercio internacional, algunos contratos
pueden incluir una cláusula de “Fuerza
Mayor”. 

Este tipo de cláusula busca proteger a
ambas partes ante ocurrencia de eventos
impredecibles que limiten su capacidad de
cumplir las obligaciones pactadas. Una vez
activada, generalmente la cláusula de fuerza
mayor permite suspender o terminar el
contrato sin responsabilidad para las partes.
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La pregunta interesante es si las Tarifas
pueden ser entendidas como un evento de
fuerza mayor. La respuesta a esta pregunta
parece ser negativa, ya que particularmente
el encarecimiento de los productos no es
considerado como un evento de fuerza
mayor; sino como un riesgo inherente a
negocio.

Para más información ver siguiente artículo: 

La única excepción a esta premisa es si la
redacción de esta cláusula contempló, como
un evento de fuerza mayor, un cambio
drástico en las condiciones contractuales. 

Otras protecciones que pueden tener las
partes, es la aplicación (dependiendo de la
jurisdicción) de principios como la cláusula
presumida en ciertos contratos identificada
como Rebus Sic Stantibus (expresión
derivada del latín que significa -estando las
cosas así) que permite revisar judicialmente
un contrato en caso de que las condiciones
en las cuales se ha firmado hayan cambiado
de manera drástica. 

Por otro lado, si las partes acordado una
cláusula de Efecto Material Adverso, estas si
pudiesen ser aplicables. Para contexto, una
cláusula de Efecto Material Adverso
establece que, si se evidencia ciertas 

condiciones (mayormente de corte
económico), la parte afectada pudiese pedir
una renegociación o una terminación del
acuerdo. 

 B. Soluciones contractuales a contratos a
término y a corto plazo suscritos luego de
la entrada en vigor de las Tarifas. 
En caso de transacciones no finalizadas al
momento de la imposición de las tarifas, es
recomendable incluir lenguaje en particular
que establezca una solución en caso de que
las tarifas afecten de manera adversa el
contrato. 

A fines de insertar esta protección en los
contratos, recomendamos lo siguiente : (i)
trabajar un lenguaje claro y especifico
respecto a las Tarifas, que incluya su
definición; y,  (ii) contemplar de manera clara
la consecuencia deseada ante la afectación
por Tarifas (terminación, renegociación, etc)
y el proceso para restablecer el equilibrio
contractual.

En conclusión, si bien pueden existir
soluciones contractuales y jurisprudenciales
que le permitan a las partes enfrentar el
efecto de las Tarifas, lo ideal es contar con
un lenguaje claro en los contratos que le
otorgue a ambas partes cierta previsibilidad
ante este nuevo elemento que, desde ya,
acompaña a todo el comercio internacional. 

Las tecnologías de Inteligencia Artificial (IA)
llegaron para integrarse como un eje
transversal en la búsqueda de soluciones
dinámicas e innovadoras que respondan a
necesidades individuales, empresariales y
gubernamentales. 
 
A nivel individual, somos testigos de cómo
estas tecnologías facilitan la ejecución
expedita de tareas cotidianas. A nivel
empresarial, vemos como permiten la
automatización de estructuras
organizacionales y operativas y contribuyen
a una mejor toma de decisiones,
considerando la precisión que proveen estas
tecnologías en el análisis de datos. 

A nivel gubernamental, son innumerables sus
potenciales contribuciones para mejorar y
agilizar la provisión de servicios públicos en
los ámbitos de seguridad, educación, salud,
planificación urbana y, en fin, soluciones
integrales generales.  
 
Dado al impacto mundial de la IA, en el
año 2023, la República Dominicana lanzó
la Estrategia Nacional de Inteligencia
Artificial (ENIA), cuyos objetivos
principales son impulsar la transformación
digital en sectores industriales del país
mediante la adopción de tecnologías de IA
y posicionar la República Dominicana
como un Hub Regional de Inteligencia
Artificial, mediante el fomento a la
investigación, desarrollo y aplicación de
estas tecnologías en diversos sectores
económicos. 

Si bien aplaudimos el fomento a la
innovación a través de estas tecnologías, no
podemos desconocer que toda tecnología
alimentada de la recopilación, procesamiento
y análisis masivo de datos implica
inevitablemente la posibilidad de acceder a
información de carácter personal, datos o
activos amparados en derechos de
propiedad intelectual, o incluso a información
sensible cuyo uso indebido podría afectar
derechos fundamentales y plantear riesgos
asociados a la seguridad nacional, pues
también puede involucrar información crítica
de carácter institucional o estatal. 
 
Es en este punto donde nos convencemos de
que resulta imperativo establecer un marco
normativo que regule el funcionamiento de
las tecnologías de IA en la República
Dominicana, garantizando la protección de
los derechos fundamentales y derechos de
propiedad intelectual de los individuos,
salvaguardando los intereses públicos y
preservando la integridad de los sistemas
democráticos y de seguridad del Estado. 

En consideración de lo anterior y en
consonancia con la Recomendación sobre la
Ética de la Inteligencia Artificial de la UNESCO
de la cual República Dominicana fue
signataria en el año 2021, en este año 2025
han sido sometidos dos proyectos de ley
tendentes a regular las tecnologías de
Inteligencia Artificial, uno ante la Cámara de
Diputados y otro ante el Senado.

Estos proyectos de ley han sido remitidos a

las comisiones correspondientes en cada  
hemiciclo con el propósito de ser analizados y
de elaborar el informe técnico requerido
previo a su lectura y eventual aprobación,
conforme al procedimiento legislativo vigente.
 
Del análisis de los proyectos de ley en
cuestión, verificamos que los mismos
contemplan la incorporación de garantías y
vías de recurso orientados a la protección
de los derechos fundamentales de las
personas y a la salvaguarda del interés
público. 

Asimismo, dichos proyectos de ley definen los
principios rectores que deben guiar el
desarrollo y uso de la IA, al tiempo que se
establecen vías accesibles para que cualquier
persona pueda denunciar eventuales
vulneraciones derivadas de un uso indebido de
dichas tecnologías. 

Igualmente, se fomenta la investigación y
desarrollo de estas tecnologías, su aplicación
en áreas prioritarias como la educación, salud,
justicia y seguridad y el interés de garantizar
la accesibilidad y el aprovechamiento
equitativo de las mismas por parte de toda la
población.

Ahora bien, de cara al empresariado y a la
industria nacional, quienes podrían verse,
directa o indirectamente, impactados por la
regulación de estas tecnologías de ser
ntegradas en sus procesos operativos, a
continuación, varios aspectos relevantes que
entendemos ameritan especial atención,
debido sus implicaciones operativas, legales
y financieras:

i. Los organismos públicos y privados que
operen sistemas de IA estarían obligados a
contar con personal entrenado en aspectos
éticos y legales relacionados con estas
tecnologías y deberán contar además con
intervención humana en asuntos considerados
sensibles;

ii. Sería creado un Centro o un Consejo
Nacional 

de Inteligencia Artificial y un registro nacional
de sistemas de IA. La institucionalización de
estas tecnologías implicaría la solicitud de
autorizaciones o licencias para operar
sistemas de IA; la emisión y aplicación de
reglamentos, directrices y normas técnicas
aplicables a quienes operen estos sistemas;

iii.Los operadores de sistemas de IA estarían
sujetos a la presentación de reportes
periódicos sobre su funcionamiento,
actualizaciones y riesgos, así como también a
posibles auditorías, inspecciones o pruebas que
la autoridad competente desee efectuar a su
sistema de IA, en cualquier momento;

iv.Imposición de sanciones por falta de registro
ante la autoridad competente u omisión en la
provisión de informaciones sobre las
evaluaciones de impacto, auditorías y/o
certificaciones obtenidas, así como cualquier
otra información requerida sobre el sistema de
IA. Estas sanciones podrían equivaler del 1 al
10% de los ingresos anuales de la “empresa
responsable”, dependiendo de la gravedad de
la falta.

Siendo el objetivo principal de estas
tecnologías la innovación y ante las medidas
propuestas por los referidos Proyectos de Ley,
nos preguntamos: ¿Qué sucedería entonces
con los objetivos trazados por la ENIA? ¿Será
que una regulación robusta podría limitar la
innovación a través de estas tecnologías?
¿Podríamos encontrar un punto de equilibrio
entre la protección de derechos fundamentales
y la apertura normativa para el desarrollo y
fomento de la IA? ¿Cómo podría la República
Dominicana consolidarse como un Hub
regional de IA si se imponen requerimientos
burocráticos que limiten el dinamismo
característico de estas tecnologías?  
 
Nos encontramos en el momento propicio para
respondernos estas preguntas y contribuir
activamente en la definición del rumbo que
tomará el marco regulatorio en materia de
Inteligencia Artificial (IA) en nuestro país.  

RESPUESTAS CONTRACTUALES AL
EFECTO ADVERSO DE LAS TARIFAS EN EL
COMERCIO INTERNACIONAL
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